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Fundacion MxM es una organización feminista de 
Tucumán, al norte de Argentina. 

Promovemos desde hace casi 10 años el acceso a 
los derechos sexuales, reproductivos y no repro-
ductivos, en general, y al aborto permitido por la 
ley en particular. 

Somos un equipo interdisciplinario e intergeneracional 
compuesto por profesionales y estudiantes de la abogacía, la 
medicina, la salud mental, la comunicación y las letras. 

Nuestro objetivo es fortalecer la soberanía sexual de mu-
jeres y diversidades para que puedan ejercer una ciudadanía 
plena en un Estado que garantice, más allá de todo fundamen-
talismo religioso, el pleno acceso a una vida libre de violencias. 

Llevamos adelante acciones de litigio, incidencia, investiga-
ción y elaboracion de insumos para favorecer la alfabetización 
juridica y el respeto por los derechos humanos desde una pers-
pectiva feminista e interseccional. 

Trabajamos activamente por una sociedad donde quepan 
todas las corporalidades incómodas, irreverentes, desafiantes, 
insumisas y desprolijas que históricamente el patriarcado ha 
excluido. 
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¿Por qué es importante el contexto en la comunicación? 
Porque no sólo le da un marco a los hechos sino también sig-
nificado. Contextualizar es situar la información en tiempo y 
espacio, plantear causas, consecuencias. Conocer los antece-
dentes y la historia de la desigualdad de géneros y los reclamos 
de las mujeres y los feminismos -no sólo en Argentina sino en 
todo el mundo- es fundamental para entender el recorrido de 
sus luchas y conquistas, de los avances y retrocesos. 

 Desde 1921, y según el artículo 86 del Código Penal, el 
aborto en Argentina no era considerado delito cuando se solici-
taba la práctica para evitar un peligro para la vida o la salud de 
la persona embarazada, o cuando el embarazo fuera producto 
de una violación. Pero lo cierto es que en la práctica fue muy 
complejo que se respete este derecho.

En 2012, a través de un fallo (“F., A. L. s/ medida autosatis-
factiva”), la Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció 
que quien se encontrara en las condiciones descritas en el ar-
tículo 86 del Código Penal “no puede ni debe ser obligada a 
solicitar una autorización judicial para interrumpir su embara-
zo, toda vez que la ley no lo manda, como tampoco puede ni 
debe ser privada del derecho que le asiste a la interrupción del 
mismo ya que ello, lejos de estar prohibido, está permitido y no 
resulta punible”. Un fallo que se acató a medias y con mucha 
resistencia.

“La deuda de la democracia”
“Aborto. Esta palabra expresaría y limitaría, de una vez por 

todas, la esencia del combate feminista. Ser feminista es lu-
char por el derecho al aborto libre y gratuito. El aborto libre y 
gratuito no es nuestra única plataforma de lucha. Esta deman-
da es simplemente una exigencia elemental. Si no se la toma 
en cuenta, el combate político no puede ni siquiera comenzar. 
Recuperar, reintegrar nuestro propio cuerpo constituye para 
nosotras, las mujeres, una necesidad vital. De frente a la his-



12

toria, nuestra situación es bastante singular: en una sociedad 
moderna como la nuestra, somos seres humanos a quienes se 
les prohíbe disponer de sus cuerpos. Una situación que en el 
pasado sólo los esclavos han conocido” (Fragmento del ‘Mani-
fiesto de las 343’ mujeres que lograron conseguir este derecho 
en Francia en 1975).

En la Argentina de los ́ 70 también hubo feministas que bus-
caron instalar el tema y lograr la ley, a la par de los reclamos de 
movimientos de mujeres de otras latitudes. Pero mientras la 
mayoría de los países de Europa y en los Estados Unidos logra-
ron alcanzar este derecho; en la Región gobernaban dictaduras 
que volvieron imposible este reclamo básico.

Tanto la Unión Feminista Argentina (UFA), como el Movi-
miento de Liberación Feminista (MLF) reclamaban una sexua-
lidad libre, separada de la reproducción, y el aborto legal. En 
1984, ya en democracia, se formó la Comisión por el Derecho 
al Aborto, que en 1992 presentó por primera vez en la Cámara 
de Diputados un anteproyecto sobre Anticoncepción y Aborto. 
La discusión no prosperó.

Recién en 2002 se logró el consenso político necesario para 
aprobar una ley nacional que garantizara la provisión de servi-
cios de salud sexual y reproductiva: se sancionó la Ley de Sa-
lud Sexual y Procreación Responsable (Ley 25.673), que creó el 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 
y permitió que se formalizara la incorporación de la salud se-
xual y reproductiva en la agenda de las políticas públicas de 
alcance nacional.

En 2005 se formó la Campaña Nacional por el Derecho al 
Aborto Legal Seguro y Gratuito. Surgió como un colectivo de 
organizaciones sociales, de mujeres y derechos humanos que 
instaló la idea de que el aborto era “la deuda de la democra-
cia”. La Campaña fue presentando distintos proyectos --lo hacía 
cada dos años, porque iban perdiendo estado parlamentario, 
y cada vez lograban más firmas de legisladoras y legisladores 
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de casi todos los partidos-, pero nunca llegaron a debatirse en 
comisiones, hasta 2018. Ese año hubo un debate que duró me-
ses e incluyó audiencias públicas en la que participaron más de 
800 voces a favor y en contra. El proyecto fue aprobado en la 
Cámara de Diputados, con 129 votos a favor, 125 en contra y 1 
abstención. En el Senado la situación fue inversa: 31 votaron a 
favor y 38 en contra. La votación fue transversal: a diferencia 
de cualquier otro tema, el aborto no fue votado en bloque sino 
que hubo divergencias al interior de los partidos. 

Ley y Protocolo
En 2020 se volvió a plantear el tema. Esta vez, con un pro-

yecto presentado desde el Poder Ejecutivo, que recogió los 
aportes de la Campaña y los acuerdos surgidos de las discu-
siones en el Congreso en 2018. El debate fue más breve, por-
que se había logrado el consenso político necesario. El 30 de 
diciembre se aprobó la ley 27.610 que garantiza el derecho 
a decidir y acceder a la interrupción voluntaria del embarazo 
hasta la semana 14, inclusive, del proceso gestacional sin dar 
ninguna explicación. Luego es legal por causales: violación o 
peligro de vida o la salud de la persona gestante, como ya regía 
en el país desde 1921.

Se modificó el artículo 85 del Código Penal, que quedó re-
dactado de la siguiente manera: “ARTÍCULO 85. - El o la que 
causare un aborto será reprimido: 1º) Con prisión de TRES (3) 
a DIEZ (10) años, si obrare sin consentimiento de la persona 
gestante. Esta pena podrá elevarse hasta QUINCE (15) años si 
el hecho fuere seguido de la muerte de la persona gestante. 
2º) Con prisión de TRES (3) meses a UN (1) año, si obrare con 
consentimiento de la persona gestante, luego de la semana 
CATORCE (14) de gestación y siempre que no mediaren los su-
puestos previstos en el artículo 86”.

El artículo 86 quedó redactado así: “No es delito el aborto 
realizado con consentimiento de la persona gestante hasta la 
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semana CATORCE (14) inclusive del proceso gestacional”.

La ley también estableció que obras sociales y prepagas 
deben incorporar la cobertura integral y gratuita, y que estas 
prestaciones quedan incluidas en el Programa Nacional de Ga-
rantía de Calidad de la Atención Médica y en el Plan Médico 
Obligatorio.

Haga click acá para ver la ley completa. 

A cinco meses de aprobada la ley, el Ministerio de Salud de 
la Nación presentó el “Protocolo para la atención integral de 
las personas con derecho a la interrupción voluntaria y legal 
del embarazo”, una guía para los equipos y centros de salud 
para que cumplan con la normativa.

Haga click acá para ver el protocolo. 

No es el primer protocolo. Es una actualización de uno de 
2019, que a su vez fue una actualización del protocolo de 2015, 
que había tomado de base las dos guías previas de atención 
para abortos no punibles -así se les decía entonces- de 2007 
y 2010.

Al tener el respaldo de una ley, no es necesario que las pro-
vincias adhieran una por una al protocolo porque su aplicación 
es automática y obligatoria, una resolución de orden público. Y 
es útil tener siempre presente que un protocolo es una estan-
darización de buenas prácticas clínicas, pero no puede modi-
ficar, ni restringir la ley. Tampoco la reglamenta, simplemente 
expresa un acuerdo de profesionales de la salud acerca de la 
forma en que deben concretarse las prestaciones sanitarias de 
aborto dentro del Sistema público, privado o de Obras Sociales. 

Si bien garantizar el aborto es obligatorio, existe la posibili-
dad de alegar Objeción de Conciencia, pero no de obstaculizar 
el derecho. La ley es clara al respecto. En sus artículos 10 y 11 
están los alcances, límites y condiciones. 

Art. 10.- Objeción de conciencia. El o la profesional de salud 
que deba intervenir de manera directa en la interrupción del 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/345000-349999/346231/norma.htm
https://bancos.salud.gob.ar/recurso/protocolo-para-la-atencion-integral-de-las-personas-con-derecho-la-interrupcion-voluntaria
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embarazo tiene derecho a ejercer la objeción de conciencia. A 
los fines del ejercicio de la misma, deberá:

a) Mantener su decisión en todos los ámbitos, pú-
blico, privado o de la seguridad social, en los que 
ejerza su profesión;

b) Derivar de buena fe a la paciente para que sea 
atendida por otro u otra profesional en forma 
temporánea y oportuna, sin dilaciones;

c) Cumplir con el resto de sus deberes profesiona-
les y obligaciones jurídicas.

El personal de salud no podrá negarse a la realización de la 
interrupción del embarazo en caso de que la vida o salud de la 
persona gestante esté en peligro y requiera atención inmediata 
e impostergable.

No se podrá alegar objeción de conciencia para negarse a 
prestar atención sanitaria postaborto.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el pre-
sente artículo dará lugar a las sanciones disciplinarias, admi-
nistrativas, penales y civiles, según corresponda.

Art. 11.- Objeción de conciencia. Obligaciones de los esta-
blecimientos de salud. Aquellos efectores de salud del subsec-
tor privado o de la seguridad social que no cuenten con profe-
sionales para realizar la interrupción del embarazo a causa del 
ejercicio del derecho de objeción de conciencia de conformidad 
con el artículo anterior, deberán prever y disponer la derivación 
a un efector que realice efectivamente la prestación y que sea 
de similares características al que la persona solicitante de la 
prestación consultó. En todos los casos se debe garantizar la 
realización de la práctica conforme a las previsiones de la pre-
sente ley. Las gestiones y costos asociados a la derivación y el 
traslado de la paciente quedarán a cargo del efector que reali-
ce la derivación. Todas las derivaciones contempladas en este 
artículo deberán facturarse de acuerdo con la cobertura a favor 
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del efector que realice la práctica.

Sobre el proceso de atención integral, el protocolo detalla: 
“brindar un trato digno, asegurar la privacidad y la confiden-
cialidad. promover y respetar la autonomía, intercambiar in-
formación amplia y completa, garantizar atención de calidad 
y ofrecer consejería en anticoncepción y cuidados posteriores 
luego del procedimiento”. En 2022 se volvió a actualizar el Pro-
tocolo con la incorporación de las nuevas directrices de la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS).

En los primeros dos años de la vigencia de la legalizacion 
del aborto se presentaron más de 30 recursos de amparos en 
la justicia contra este nuevo derecho, que demuestra que aún 
hay resistencias a que se garantice. Incluso hay movimientos 
que piden la derogación de la ley. La mayoría de los amparos 
fueron rechazados, pero tres llegaron a la Corte Suprema, que 
debe resolver si quienes los presentaron tienen legitimidad 
para cuestionar una ley votada por representantes del pueblo.

Si bien se multiplicaron los lugares donde realizar estas prác-
ticas, el acceso es dispar según las zonas y provincias y todavía 
se producen dilaciones innecesarias y se realizan procedimien-
tos no recomendados en los protocolos oficiales en algunas ju-
risdicciones. Todavía hay servicios de salud en los que no se da 
información suficiente o no se hace de forma respetuosa, con 
trabas burocráticas y demoras. En algunos lugares del país se 
plantean objeciones de conciencia no ajustadas a la ley, como 
cuando el personal administrativo obstaculiza o demora la re-
cepción o la reserva de turnos.

El panorama regional
La Organización Mundial de la Salud (OMS) estima que to-

dos los años se producen 25 millones de abortos inseguros, 
la gran mayoría en países en vías de desarrollo, ubicados en 
América Latina y el Caribe. También según la OMS, el 40% de 
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las mujeres en edad de procrear vive en países con leyes sobre 
el aborto muy restrictivas o donde, aunque sea legal, no hay 
acceso a este derecho.

Además de Argentina, otro de los grandes avances en Amé-
rica Latina se dio en Colombia, donde la Corte Constitucional 
dictó una histórica sentencia a partir de un litigio estratético 
impulsado por el movimiento Causa Justa, que eliminó el delito 
de aborto hasta la semana 24 de gestación y mantuvo el mode-
lo de causales de ahí en adelante ya vigente, ampliando así el 
reconocimiento de los derechos humanos.

Causa Justa es un movimiento formado por organizaciones 
sociales de derechos humanos, de mujeres, feministas y acti-
vistas, prestadoras y prestadores de salud de Colombia, para 
eliminar el delito de aborto del Código Penal y que las mujeres 
puedan, de manera libre e informada, tomar decisiones autó-
nomas basadas en su propia conciencia moral; y reconocer el 
aborto como un verdadero derecho fundamental y no un de-
recho parcial.

En México, en septiembre de 2021, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación declaró por unanimidad que la penaliza-
ción absoluta del aborto, establecida en el Código Penal del 
Estado de Coahuila, era inconstitucional. Este criterio de la Su-
prema Corte es vinculante para todos los Estados. El aborto fue 
despenalizado durante las primeras semanas de embarazo en 
Ciudad de México, Oaxaca, Hidalgo, Veracruz, Baja California, 
Coahuila, Colima, Guerrero, Sinaloa, Baja California Sur y Quin-
tana Roo.

En Honduras, Nicaragua, Haití y República Dominicana, las 
prohibiciones se mantienen y las barreras para acceder, aún en 
casos de riesgo para la vida de la mujer o de violación, siguen 
siendo muy grandes.

En El Salvador también el aborto está criminalizado siem-
pre, sin excepciones, y las mujeres que sufren abortos espon-
táneos y emergencias obstétricas pueden ser denunciadas por 
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aborto y perseguidas penalmente luego por el delito de homi-
cidio agravado por el vínculo y enfrentarse a penas de hasta 50 
años de prisión.

En Ecuador continúa el debate frente a los avances recien-
tes que se lograron para permitir el aborto bajo la causal de 
violación o cuando la salud o la vida de la mujer están en ries-
go. Y en Perú siguen las discusiones frente a la protección de 
las causales vigentes (riesgo de muerte o en la salud).

En junio de 2022, la Corte Suprema de los Estados Uni-
dos, de mayoría conservadora, derogó el histórico fallo Roe vs 
Wade, que consagraba el derecho constitucional al aborto en 
el país desde 1973. Ahora cada estado tiene la potestad de de-
termnar si permite o no el aborto.

Haga click acá para ver un mapa de la situación actual. 

“Es fundamental para la igualdad entre el hombre y la mu-
jer que sea ella quien tome la decisión. Esto es esencial para 
la vida y su dignidad, y cuando el Gobierno toma esa decisión 
por ella, la mujer está siendo tratada como algo menos que 
un humano”, dijo Ruth Bader Ginsburg en una de las audien-
cias para su confirmación como jueza de la Corte Suprema, en 
1993. Ginsburg murió en 2020. Hasta entonces luchó para que 
este derecho fuera ley. La ley tiene una fuerza y contundencia 
que no tienen los fallos de las Cortes.

Argentina, con su pañuelo y su marea verde, se ha conver-
tido en un faro para la región, no sólo con respecto al aborto 
sino por la conquista de otros derechos peleados por los movi-
mientos feministas. Pero lo cierto es que aún hay resistencias a 
que se garantice la interrupción voluntaria del embarazo. Inclu-
so hay movimientos que piden la derogación de la ley. Por eso 
se repite: “El aborto, un derecho a defender”. 

https://reproductiverights.org/maps/abortion-laws-by-state/
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El aborto en el mundo 
Se estima que 970 millones de mujeres, que representan el 

59% de las mujeres en edad reproductiva, viven en países que 
permiten el aborto. Pero si bien la mayoría de las mujeres viven 
en países donde pueden ejercer su derecho al aborto, el 41% 
de las mujeres vive bajo leyes restrictivas. La imposibilidad de 
acceder a servicios de aborto seguro y legal afecta a 700 millo-
nes de mujeres en edad reproductiva.

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), 23.000 
mujeres mueren por abortos inseguros cada año, y muchas 
miles experimentan complicaciones de salud. Las restricciones 
legales sobre el aborto no hacen descender el número de abor-
tos sino que obligan a las mujeres a arriesgar sus vidas y su 
salud al someterse a prácticas inseguras y clandestinas.

El Centro de Derechos Reproductivos tiene en su web un 
mapa con el registro de la situación legal del aborto en países 
de todo el mundo, actualizado en tiempo real.

Haga click Acá para visitar la página web

Despenalizar/Legalizar
Despenalizar el aborto significa que ya no sea un delito. 

Aún hoy en algunos países del mundo hay mujeres procesa-
das, condenadas y presas por acudir a prácticas consideradas 
clandestinas.

 Legalizar es ir más allá: es regular el acceso a la prestación 
sanitaria que asegura el aborto y permitir que cualquier mujer 
pueda requerir en  cualquier centro de salud forma gratuita y 
segura esta práctica.

https://reproductiverights.org/maps/worlds-abortion-laws/
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La Comunicación Como Derecho
No se puede reclamar 
lo que se desconoce



22



23

En Argentina, en 2002, se creó el Programa Nacional de Sa-
lud Sexual y Procreación Responsable en el ámbito del Minis-
terio de Salud, a través de la Ley 25.673. A 20 años, la salud 
sexual y reproductiva es un derecho que aún se ve limitado por 
falta de acceso a la información. 

La ley 27.610 que despenalizó y legalizó el aborto repite in-
sistentemente la palabra “información”. 

Vale la pena resaltar y tener muy presentes parte de sus 
artículos 5° y 6°. 

Art. 5º- Derechos en la atención de la salud.

Se debe suministrar información sobre los distintos métodos 
de interrupción del embarazo, los alcances y consecuencias de 
la práctica. Dicha información debe ser actualizada, compren-
sible, veraz y brindada en lenguaje y con formatos accesibles.

El personal de salud y las autoridades públicas tienen la 
obligación de suministrar la información disponible sobre los 
derechos protegidos por la presente ley de forma dinámica y a 
lo largo de todo el proceso de atención, incluso si no hay una 
solicitud explícita;

b) Privacidad. Toda actividad médico-asistencial tendien-
te a obtener y transmitir información y documentación 
clínica de la paciente debe garantizar la construcción y 
preservación de un ambiente de confianza entre el per-
sonal de salud y las personas que solicitan la atención, 
y observar el estricto respeto por su intimidad, dignidad 
humana y autonomía de la voluntad, así como el debido 
resguardo de la confidencialidad; solo se compartirá in-
formación o se incluirá a su familia o a su acompañante 
con su expresa autorización,

e) Acceso a la información. El personal de salud debe 
mantener una escucha activa y respetuosa de las pacien-
tes para expresar libremente sus necesidades y preferen-
cias. La paciente tiene derecho a recibir la información 
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sobre su salud; el derecho a la información incluye el de 
no recibir información inadecuada en relación con la so-
licitada.

f) Calidad. El personal de salud debe respetar y garan-
tizar el tratamiento del aborto conforme los alcances y 
la definición de la Organización Mundial de la Salud. La 
atención será brindada siguiendo los estándares de ca-
lidad, accesibilidad, competencia técnica, rango de op-
ciones disponibles e información científica actualizada.

Art. 6º- Información y tratamiento del aborto y de la salud 
sexual y reproductiva. Realizada la solicitud de interrupción 
voluntaria del embarazo, el establecimiento de salud pondrá a 
disposición de las personas gestantes que así lo requieran:

a) Información sobre el procedimiento que se llevará a 
cabo y los cuidados posteriores necesarios, siguiendo los 
criterios del artículo anterior;

b) Atención integral de su salud a lo largo de todo el pro-
ceso;

c) Acompañamiento en el cuidado de la salud e informa-
ción adecuada y accesible a las necesidades de cada per-
sona, científica, actualizada sobre los distintos métodos 
anticonceptivos disponibles.



La importancia del contexto en la comunicación: es 
lo que le da significado a un hecho. 

El derecho a la información: no se puede reclamar 
lo que no se sabe. 

La ley como objetivo: No es lo mismo depender de 
fallos que pueden anularse, como ocurrió en los Es-
tados Unidos. Pero en contextos políticos donde no 
hay apoyo legislativo suficiente para aprobar una ley, 
una alternativa puede ser el impulso de un litigio es-
tratégico que pueda llegar a las máximas instancias 
judiciales como sucedió en Colombia y México.

La importancia de que el Estado garantice el acceso 
gratuito en el sector público, el privado y las obras 
sociales. 

Alcances de la ley: Objeción de conciencia: Si bien 
garantizar el aborto es obligatorio, existe la posibi-
lidad de alegar Objeción de Conciencia, pero no de 
obstaculizar el derecho.

El impacto de la criminalización absoluta del abor-
to: vulnera los derechos humanos de mujeres y per-
sonas con capacidad de gestar.
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Recursos comunicacionales
para defensoras 

Cómo comunicar
Cuándo y para qué comunicar
Dónde comunicar
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“Es imposible no comunicar” es un axioma ideado a mitad 
del siglo pasado por el filósofo y psicólogo Paul Watzlawick, 
que sigue vigente. Porque las palabras, los silencios, los gestos, 
la postura corporal, la ropa que se viste y mucho más, siempre, 
comunican.

Entendiendo este principio, el otro eje fundamental es el 
contexto, es decir, dónde se producirá esa comunicación. Y si 
hablamos de medios de comunicación hay que considerar la 
variedad: los hay comunitarios, autogestivos, masivos, en un 
mundo donde proliferan los multimedios, es decir, empresas 
–sobre todo privadas- que poseen distintos tipos de medios y 
que responden a diferentes intereses políticos, económicos e 
ideológicos.

A esto, hay que sumarle los formatos de esos medios, que 
pueden ser escritos, radiales, audiovisuales, digitales (redes 
sociales). Todos los formatos conviven hoy en paralelo en los 
medios de comunicación. Y la manera en que se elija comuni-
car tendrá que tener en cuenta esos contextos.

También la situación interna de cada medio, las condiciones 
en que trabaja el periodismo es un punto a considerar. Hay pe-
riodistas que se especializan en temáticas de derechos de las 
mujeres y LGBTIQ+, pero no son la mayoría, ya que la realidad 
de las redacciones hoy indica que casi todo el personal realiza 
múltiples tareas, con escaso tiempo para profundizar temáti-
cas.

Por eso, es esencial generar vìnculos sostenidos con profe-
sionales de la comunicación, del periodismo con perspectiva 
de género, de derechos, feministas, que articulan en redes for-
males e informales, lo que posibilita que los mensajes circulen 
sin fronteras físicas y con estrategias que ayuden a salvar los 
escollos de las líneas editoriales de algunos medios. 

Considerando esta introducción, el planteo general es ¿A 
quién se le está hablando y qué se quiere lograr? y las respues-
tas se logran creando una estrategia adecuada.
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Por tanto, comunicar sobre eventos obstétricos requiere 
de una serie de estrategias comunicacionales, que, a modo de 
hoja de ruta, se definen acá en el cómo, cuándo, porqué, y dón-
de comunicar

Cómo comunicar
Cuando se decide comunicar un evento obstétrico es im-

portante que el equipo de defensoras mantenga reuniones 
para definir la estrategia comunicacional y determinar quién 
o quiénes serán las voceras que tendrán un discurso unificado, 
consensuado a partir de los acuerdos del equipo. Así, quedará 
claro para las voceras lo que sí o sí debe ser parte del contenido 
comunicacional.

La comunicación debe ser clara, definiendo los términos, 
sin tecnicismos médicos o legales, con mensajes directos y bre-
ves. Menos, es más, sobre todo en este tipo de comunicación 
y sobre esta temática.

Hay cuestiones técnicas necesarias que deben explicarse 
para sustentar argumentos, las que deben poder ser traduci-
das a un lenguaje accesible. Por ejemplo: no es lo mismo una 
acusación de aborto que de homicidio; no es lo mismo denun-
cia, imputación o condena. 

Cuando hay una situación judiciable es necesario dar infor-
mación sobre el Juzgado, Tribunal o Corte que entiende en la 
causa, nombre de las defensoras y número de expediente. Es-
tos datos dan sustento a la información, y son una salvaguarda 
para periodistas y defensoras. Pero hay que tener sumo cui-
dado con los documentos legales que se decidan compartir ya 
que pueden brindar datos que identifican directa o indirecta-
mente a la mujer que atraviesa el proceso judicial. Si la opción 
es compartir un escrito judicial, el expediente o parte de él, ta-
char nombres y circunstancias que puedan permitir reconocer 
a la persona a quien se acompaña en la defensa. 
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La misma práctica debe llevarse a cabo cuando se trata de 
información médica proveniente de documentación clínica. 

También es esencial en la estrategia comunicacional decidir 
si se dará el nombre real de la persona afectada por el proceso 
judicial, o sólo sus iniciales. Lo ideal, porque genera empatía, 
es darle un nombre de ‘fantasía’ y aclarar que se lo utiliza para 
proteger su identidad y sus derechos.

Y sumarle el contexto social, cultural, económico, política 
en que se dio el evento obstétrico, lo que permite ‘humanizar’ 
la situación. A la par, es importante evitar hablar de vínculos 
de filiación entre la protagonista del evento obstétrico y el pro-
ducto de la gestación o feto. Asimismo, incluir algunos datos 
de la vida cotidiana, familiar de la persona sobre la que se está 
informando. 

Además: La comunicación variará según el tipo de medio.

Si se opta por una gacetilla de prensa, lo más importante 
debe estar en el inicio del comunicado y en el título.

Algunas ideas:

• Título atractivo

• En Word

• Con fecha

• No más de una hoja o carilla

• No abusar de mayúsculas y colores

• Con link a la web y redes sociales de la organización

• Con datos de contacto de la/las voceras

• Con fotos, videos y materiales anexos

Si el texto es para redes sociales debe ser claro, concreto, 
conciso. Con frases que involucren a las audiencias, a las que se 
les brinda información y en las que se busca adhesión y apoyo. 
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Es muy importante la imágen, ya sea en fotos, ilustraciones 
o videos. El lenguaje visual es tan importante como el escrito y 
oral. Se deben evitar imágenes estigmatizantes y victimizantes. 

No siempre pueden ser visibles las defensoras, pero es ideal 
que ellas sean parte de la producción fotoperiodística, ya que 
exponer a la persona que atraviesa el evento obstétrico no es 
adecuado. Tampoco fotografiarla de espaldas, lo que da sensa-
ción de ‘culpabilidad’.

Es buen recurso que el equipo cuente con un banco de fotos 
e ilustraciones propio, curado, y que trabaje con una o un pro-
fesional de fotografía con perspectiva de género. 

Cuando se trata de una entrevista es importante escuchar 
para identificar si la otra persona comprendió, y permitirse el 
silencio, tomarse un tiempo, volver a explicar lo que no queda 
claro. Si es necesario, se repiten los conceptos. Y son válidas las 
repreguntas.

Es importante ir con una idea clara de lo que se quiere co-
municar. Si las preguntas son incómodas o buscan revelar in-
formación que podría perjudicar la defensa, mantenerse en la 
idea a comunicar, sin cuestionar la pregunta.

Evitar detalles que pueden servir en la estrategia defensiva, 
pero que no siempre son útiles en la estrategia comunicacio-
nal. El desafío es comunicar para que todas las personas com-
prendan, dejando los tecnicismos y detalles para el expediente 
judicial. 

Tener en cuenta que los tiempos en radio, televisión, me-
dios online, redes sociales son muy breves. Por lo tanto, es una 
buena práctica el prepararse con anterioridad, practicar, capa-
citarse hasta lograr seguridad para estar frente a cámara o mi-
crófono. El proceso debe incluir el tener claro a qué audiencia 
se dirige el mensaje, para lo cual es importante saber el alcan-
ce del medio, qué tipo de audiencia tiene, y a quien se quiere 
interpelar con la información brindada.
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Y también el tipo y color de ropa que se elegirá en caso de 
medios audiovisuales. Una de las tantas recomendaciones es 
utilizar ropa clara.

Algunas propuestas:

· Respuestas cortas y atractivas

· Seguridad en los conceptos

· Cuidar los gestos y la actitud corporal

· Focalizar en lo que se quiere comunicar

· Respuestas preparadas para temas recurrentes

· Es válido no saber, no opinar

Cuándo y para qué comunicar
Comunicar sobre un evento obstétrico puede ser una deci-

sión de la o las defensoras para poner el tema en agenda públi-
ca si se vulneran derechos de una o varias mujeres, buscando 
alianzas sociales para denunciar y revertir la situación. Si el de-
recho se cumple, hacer pública la situación implica fomentar 
un debate que la sociedad ya dio y se plasmó en normas.

El otro escenario posible es que un evento obstétrico sea 
tema de agenda mediática y el equipo deberá decidir si opina, 
cómo, cuándo, dónde y para qué.

Una tercera posibilidad es fomentar la inclusión en los me-
dios de comunicación del tema en general para brindar infor-
mación, colaborar en la prevención, difundir campañas y con-
tactos de defensoras que trabajan la temática.

En el primer caso, una serie de preguntas pueden colaborar 
para decidir si se plantea una estrategia comunicacional ante 
un caso puntual. En esta situación la o las personas afectadas 
por el evento obstétrico deben ser informadas y ser parte de 
las decisiones que tome el equipo, considerando si ella o ellas 
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serán parte de la vocería o se las preservará y cómo.

En el segundo caso, cuando se pide opinión a la o las defen-
soras sobre un caso ya instalado mediáticamente, también son 
válidas estas preguntas para que el equipo tome una decisión:

• ¿Qué se quiere comunicar?

• ¿Por qué?

• ¿Con cuáles objetivos?

• ¿A quién se dirige la comunicación?

• ¿Qué se quiere cambiar?

• ¿Qué se pretende que se entienda?

 El tercer supuesto, implica una decisión comunicacional 
propia, para lo cual hay que considerar:

• Temas atractivos para el o los medios elegidos

• Prestar atención a la agenda mediática de coyuntura 
para ver la oportunidad de intervenir

• Acompañar con recursos que fortalezcan la cobertura 
del tema: información adicional, fuentes adecuadas de 
consulta, fotos e imágenes inclusivas que no vulneren 
derechos

Cualquiera de estas situaciones también se convierten en 
oportunidades para hablar de otros temas de la agenda de de-
rechos que deben fortalecerse ante la opinión pública, como 
la educación sexual integral, los derechos reproductivos y no 
reproductivos, los embarazos adolescentes, las niñas madres, 
el acceso a anticoncepción para hombres y mujeres, y las vio-
lencias en la atención de salud , entre otros.

Y frente a la criminalización es importante destacar que no 
es sólo una condena lo que opera como estigma, sino que en 
sociedades conservadoras el proceso en sí opera como una 
pena
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Dónde comunicar
Una vez definido el cómo, cuándo y por qué comunicar, la 

decisión final es dónde. La opción puede ser por todos los me-
dios disponibles, con una estrategia de envío de gacetillas o 
boletines, lo que es válido. O generar contenidos atractivos en 
redes sociales, elección que hace que luego no se dimensione 
cómo será utilizada esa producción cuando es replicada online. 
Y también el hacer uso de app de mensajería es otro recurso 
disponible.

Pero, en general, lo más recomendable es seleccionar los 
medios de difusión, para lo cual es indispensable el trabajo pre-
vio de tener contactos con periodistas que tengan compromiso 
con los derechos humanos, de las mujeres, con expertise en 
salud sexual, y empatía con la situación. Esa alianza de confian-
za entre defensoras y periodistas feministas y con perspectiva 
de género lleva su tiempo, y no se logra de un día para el otro.

También es válida la decisión de introducir el tema en me-
dios y con periodistas con mucha visibilidad, y que quizás no 
reúnan las condiciones antes descriptas, para lo cual la estrate-
gia comunicacional debe fortalecerse.

Otro aspecto a considerar es si la situación de violencia obs-
tétrica necesita una visibilidad puntual o debe ser extensiva; si 
será local, regional, nacional o sin límites (tal el caso de redes 
sociales). Allí también habrá que elegir el medio que se adecue 
a esa decisión.

Los medios cooperativos, barriales, locales tienen un arrai-
go comunitario, hay una identificación de la audiencia y su al-
cance es reducido.

En tanto, los medios masivos permiten instalar temas rápi-
damente, pueden ser de difícil acceso, a veces costosos econó-
micamente y en el sentido de no poder medir ni controlar un 
posible impacto negativo de la comunicación, y con una recep-
ción desconocida en cuanto a alcance y características sociales.
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Y además:

• Las estrategias de comunicación deben variar, como 
variadas son las personas, por lo tanto, hay que revisar 
la comunicación todo el tiempo

• Mantener el contacto con las redes informales de pe-
riodistas feministas, un recurso esencial para amplificar 
situaciones a informar y para actuar con rapidez si sur-
gen urgencias.

• Una vez generada las alianzas con periodistas la dispo-
nibilidad para consultas siempre es valorada. Fortalece 
la relación de confianza.

• No llamar o enviar boletines todos los días a los medios

• Considerar la oportunidad de brindar declaraciones off 
de record

• Una noticia que sea exclusiva para un medio o perio-
dista también es una opción posible

• Monitorear la estrategia de comunicación mientras 
está en marcha

• Evaluar los resultados para identificar logros y puntos a 
corregir en próximas intervenciones



 ¿Cómo comunicar?
Usando lenguaje claro y sin tecnicismos. A través 
de mensajes breves. Adecuándose al formato de 
cada medio

¿Cuándo y para qué comunicar?
Cuando se violan derechos. Otro motivo para co-
municar es para incluir el tema en agenda mediá-
tica para concientizar. 

¿Dónde comunicar?
En medios adecuados a la estrategia comunicacio-
nal, a través de alianzas con periodistas.b
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Fallos y casos 
judiciales relevantes



40
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A la hora de informar sobre un caso que involucra un evento 
obstétrico, es importante conocer la jurisprudencia nacional e 
internacional vinculada a la violación del secreto profesional, el 
derecho al aborto y otros ejes relacionados. Para esto, a conti-
nuación se incluye un listado de sentencias y pronunciamien-
tos clave de tribunales.

¿Cuál es la legislación vigente en materia de secreto médico 
profesional? ¿Tienen las y los profesionales de la salud obliga-
ción de denunciar si se enteran en el marco de la consulta de 
un delito? ¿Lo que cuentan las y los pacientes en ese espacio 
es secreto más allá de que revelen que cometieron un delito?

Un punto de partida es conocer qué dice el Código Penal al 
respecto. Puntualmente define que si profesionales de la salud 
dan a conocer “sin causa justa” cualquier información que pu-
dieron obtener en el marco de la consulta médica cometen un 
delito. Está tipificado en el artículo 156 que condena a quien 
“teniendo noticia, por razón de su estado, oficio, empleo, pro-
fesión o arte, de un secreto cuya divulgación pueda causar 
daño, lo revelare sin justa causa”. La única persona que puede 
autorizar que esa información se divulgue es el o la paciente. 

En 2010 la Corte Suprema de Justicia de la Nación se pro-
nunció sobre esta normativa y señaló que la justa causa no 
puede establecerse en la convicción individual del personal 
médico de que se encuentra frente a un delito. Esto lo dijo en 
el fallo Baldivieso. 

El máximo tribunal del país no se pronunció en un caso de 
supuesto aborto, sino de un joven que llegó a un hospital en 
Salta y tras diagnosticarle una obstrucción intestinal producida 
por la presencia de cápsulas –luego se derminó que contenían 
clorhidrato de cocaína– se lo intervino quirúrquicamente. Los 
médicos que lo atendieron dieron aviso a la policía, se le abrió 
una causa penal, fue imputado por “tráfico de estupefacien-
tes” y finalmente condenado por el Tribunal Oral en lo Criminal 
Federal de Salta a cuatro años de prisión por ese delito, multa 

http://www.saij.gob.ar/corte-supremajusticia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-baldivieso-cesar-alejandro-fa10000202-2010-04-20/123456789-202-0000-1ots-eupmocsollaf
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e inhabilitación absoluta por el plazo de la condena. Contra esa 
sentencia, se interpuso recurso de casación. La Cámara Nacio-
nal de Casación Penal informó que no podía juzgarse violada la 
garantía que prohíbe la autoincriminación, pues la autoridad 
pública no había exigido coactivamente del imputado su coo-
peración en el aporte de pruebas de cargo, sino que la atención 
médica le permitió expulsar las cápsulas, sin que hubiera habi-
do engaño o coacción. 

Era incuestionable que la ruptura de las cápsulas en el apa-
rato digestivo del procesado importaba un peligro cierto de 
muerte. De modo que el joven se encontraba entre la disyunti-
va de morir –para ocultar las pruebas del delito– o de afrontar 
un proceso y una pena. Los valores en juego en el caso, en de-
finitiva, son la vida y el interés del Estado en perseguir los deli-
tos, cualquier sea la gravedad de los mismos, Siendo claro que 
la dignidad de las personas es un valor supremo en nuestro 
orden constitucional, el principio republicano de gobierno im-
pide que el Estado persiga delitos valiéndose de medios inmo-
rales, como sería aprovecharse del inminente peligro de muer-
te que pesaba sobre el imputado que recurre a un hospital, 
mediante la imposición de un deber al médico que lo convierta 
en un agente de la persecución penal del Estado.

¿Cómo se resolvió? 
Se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso 

extraordinario, se revoca la sentencia apelada, se declara la 
nulidad de todo lo actuado en la causa, y se absuelve a César 
Alejandro Baldivieso. 

¿Qué dijo la Corte Suprema?
La cuestión remite al “…derecho a la confidencialidad que 

le asiste a todo habitante de la Nación que requiere asistencia 
a un profesional de la salud --una acción privada incluso para 
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quien se encuentra realizando una conducta delictiva en tanto 
parte integrante de su ámbito de su autonomía individual tal 
como lo señala el señor Procurador General (artículo 19 de la 
Constitución Nacional)- y el interés del Estado en la persecu-
ción de los delitos; pero, en concreto y en el caso, se trata nada 
menos que del derecho a la vida de una persona y ese inte-
rés del Estado. En ese mismo conflicto sobre el que se deba-
tió en el antiguo plenario mencionado [Natividad Frías], pues 
más allá de que en aquel conjunto de casos la concurrencia al 
hospital había sido precedida por la realización de maniobras 
abortivas, fue el peligro de muerte y el dilema al que se veía 
expuesto quien había delinquido y demandaba auxilio para su 
vida, el argumento central para su resolución…”.

¿Cuál fue el pronunciamiento del Plenario conocido 
como Natividad Frías? 

Fue dictado el 26 de agosto de 1966 por la Cámara Nacional 
Criminal y Correccional de la Capital Federal en Pleno. 

Por mayoría, el plenario de jueces y juezas –en total vota-
ron 17– resolvió que no se puede perseguir penalmente sobre 
la base de una denuncia médica. 

El caso se refiere a una mujer llamada Natividad Frías, que 
concurre a un hospital público de la Ciudad de Buenos Aires 
por complicaciones en su salud, luego de haberse practicado 
un aborto. En la desesperación, la mujer cuenta el hecho al 
profesional que la asiste exponiéndose así a la denuncia poli-
cial con la consiguiente posibilidad de una condena criminal: 
su otra alternativa era resignarse a morir. La circunstancia lle-
ga a los estrados judiciales por intermedio de la denuncia del 
médico.

Se plantean aquí dos cuestiones: por un lado, la obligación 
del profesional de denunciar (en aquel momento el aborto era 
un delito perseguible de oficio según el artículo 71 del Código 

https://todosobrelacorte.files.wordpress.com/2010/04/natividad-frias-plenario.pdf
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Penal); por el otro lado, el deber del médico de guardar secre-
to médico en los términos del artículo 156 del Código Penal, 
que –como te decíamos más arriba– determina que la excep-
ción de revelar un secreto se ampara en la “justa causa”, que si 
existiera releva del secreto profesional. Por otra parte, la mujer 
debería ser procesada e imputada por “aborto criminal”, según 
disponía el artículo 88 del Código Penal: “será reprimida con 
prisión de 1 a 4 años la mujer que causare su propio aborto o 
consintiere en que otro se lo causare. La tentativa de la mujer 
no es punible”.

Para resolver esta cuestión, la Cámara Nacional Criminal 
y Correccional de la Capital Federal resolvió por mayoría (10 
votos contra 7) que este artículo no se aplicará excepto a “…
coautores, instigadores y cómplices”.

De esta forma, el tribunal resolvió: “No puede instruirse su-
mario criminal en contra de una mujer que haya causado su 
propio aborto o consentido en que otro se lo causare, sobre la 
base de la denuncia efectuada por un profesional del arte de 
curar que haya conocido el hecho en ejercicio de su profesión 
o empleo --oficial o no--, pero sí corresponde hacerlo en todos 
los casos respecto de sus coautores, instigadores o cómplices”. 



Otros fallos y 
causas judiciales

fundamentales
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El caso de María Magdalena
Todavía está abierta la causa que se sigue por el caso cono-

cido como María Magdalena y que lleva adelante la abogada 
feminista de Mujeres x Mujeres, Soledad Deza. El hecho suce-
dió en Tucumán, en la Maternidad Nuestra Señora de las Mer-
cedes, cuando una joven pobre, identificada como María Mag-
dalena, fue con dolores abdominales a la guardia, acompañada 
por su madre y su pareja, y la acusaron de haberse realizado 
un aborto, la denunciaron ante la policía, permitieron que in-
gresaran uniformados a la sala de parturientas y quisieron obli-
garla a declarar: ella estaba semidesnuda. María Magdalena 
denunció también que fue sometida a otras violencias institu-
cionales y obstétricas que incluyeron un legrado sin anestesia 
y hostigamiento verbal: contó que en presencia de su pareja 
le llegaron a decir que por lo que ella supuestamente había 
hecho “Él ni siquiera flores me iba a llevar a la tumba si yo me 
moría de una infección” (sic). 

La joven, que estaba con un aborto en curso, dijo que no sa-
bía que estaba embarazada. Retiraba pastillas anticonceptivas 
en un centro de salud y se había hecho una ecografía abdomi-
nal un mes antes y no le habían informado que podría estar 
cursando un embarazo. La médica a cargo de la guardia de la 
Maternidad Nuestra Señora de las Mercedes, Claudia Callejas, 
sin embargo, la increpó y la acusó de haberse provocado un 
aborto y dio aviso a la policía. La mujer, de condición humilde 
y madre de tres hijos, tuvo que enfrentar entonces una causa 
por el delito de aborto en la cual terminó, tres años después, el 
8 de setiembre de 2015, sobreseída.

El caso ocurrió en enero de 2012 en Tucumán. La justicia de 
la provincia nunca quiso investigar el hecho hasta que la cau-
sa llegó a la Corte Suprema de la Nación. En 2020, el máximo 
tribunal del país anuló la orden de archivo del expediente que 
había dictado la corte de Tucumán y le indicó que reabriera 
la investigación. Tres años después, en abril de 2023 el fiscal 
subrogante de la Fiscalía Conclusional en Homicidios y Delitos 
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Complejos de la capital provincial, Mariano Eduardo Fernán-
dez, formuló el requerimiento de elevación a juicio del caso. Al 
cierre de esta edición todavía no se había pronunciado el juez 
que debe determinar si se juzga a la médica por la violación del 
secreto profesional. 
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Fallo F.A.L.
El fallo F.A.L. es histórico. La dictó la Corte Suprema en 2012 

y marcó un hito en la lucha por los derechos de las mujeres y 
personas con capacidad de gestar al despejar ciertas dudas que 
persistían por entonces en ámbitos judiciales y médicos por 
entonces en relación a la interpretación de los permisos para 
abortar previstos en el artículo 86 del Código Penal y confirmar 
que la interrupción de un embarazo producto de una violacion 
siempre no es punible, sin importar si la gestante tiene o no 
una discapacidad mental. El Código Penal, en su redacción ha-
blaba de “mujer idiota o demente”, conceptos de otra época. 

La Corte Suprema se pronunció sobre un caso que ya se 
había tornado abstracto, el de una adolescente, de 15 años, 
identificada por sus siglas como A.G. que a comienzos de 2010 
había quedado embarazada como consecuencia de los abusos 
sexuales perpetrados por la pareja de su madre y cuando había 
solicitado su interrupción en el hospital de Comodoro Rivada-
via, en Chubut, le habían dicho que necesitaba una orden judi-
cial. Su reclamo fue rechazado en primera y segunda instancia 
judicial. A.G. debió llegar hasta el Superior Tribunal de Justicia 
de la provincia de Chubut para poder poner fin a ese embarazo. 

El 8 de marzo de 2010, el STJ dictó una sentencia que avaló 
el pedido de A.G. la abogada de la adolecente fue Sandra Grilli. 
Ese fallo confirmó que los permisos para abortar previstos en 
el artículo 86 del Código Penal deben interpretarse en forma 
amplia –en el caso de violación alcanzan a todas las mujeres 
y no sólo a las que tienen discapacidad mental, como podría 
interpretarse el texto de la ley–, por lo que no se debe exigir 
una venia judicial y pidió al gobernador que implemente en la 
provincia una guía de atención de los abortos no punibles. 

“La interpretación restrictiva del inciso en análisis implica 
atribuir a las mujeres actos heroicos que el derecho no puede 
imponer. En el caso, imponer a una niña de quince años, que 
denuncia haber sido violada por quien ella consideraba su pa-

http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires--medida-autosatisfactiva-fa12000021-2012-03-13/123456789-120-0002-1ots-eupmocsollaf
http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires--medida-autosatisfactiva-fa12000021-2012-03-13/123456789-120-0002-1ots-eupmocsollaf
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dre, llevar adelante un embarazo no querido, existiendo varios 
informes en el curso del proceso que afirman que la situación 
ha puesto en riesgo no sólo su salud psíquica, sino también la 
física”, señaló el fallo. La sentencia reafirmó además que no era 
necesaria la autorización judicial para llevar adelante los abor-
tos no punibles (previstos en el artículo 86, inciso 1° (caso de 
riesgo para la vida o la salud de la mujer) e inciso 2° (embarazos 
producto de abuso sexual o violación).

Aunque se realizó la interrupción del embarazo de a.G. –en 
un hospital público de otra ciudad de Chubut–, el expediente 
judicial siguió abierto. El asesor general subrogante de la pro-
vincia, en representación del “no nacido”, recurrió el fallo del 
Superior Tribunal, con el objetivo de que fuera revocado y no 
quedara como antecedente, una estrategia promovida por sec-
tores conservadores alineados con la jerarquía católica. 

 Cuando el caso llegó a la Corte Suprema el aborto ya se 
había hecho. Pero el máximo tribunal del país resolvió pronun-
ciarse porque consideró que ese caso no era aislado y había 
otras mujeres que como A.G. se encontraban con trabas ar-
bitrarias e ilegales cuando querían interrumpir un embarazo 
producto de una violación.

¿Qué dijo la Corte Suprema en el fallo F.A.L.?
“Lejos de estar prohibido”, el aborto “está permitido y no 

resulta punible” cuando “el embarazo es consecuencia de una 
violación”. Vale para toda mujer. Es un derecho que se debe 
interpretar en forma “amplia” y sin distinciones “discriminato-
rias” que lo limiten a quienes padecen una discapacidad men-
tal. Interrumpir la gestación producto del abuso sexual tam-
poco requiere ninguna clase de autorización judicial ni trámite 
burocrático. 

Por entonces era habitual que se exigiera una autorización 
judicial y había interpretaciones que consideraban que el per-
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miso para abortar solo alcanzaba a mujeres con discapacidad 
mental; y mientras un tribunal resolvía –a veces en forma des-
favorable– el embarazo avanzaba y se hacía más complicada la 
interrupción. Ese era el contexto.

La Corte Suprema advirtió también que cualquiera que in-
tente obstaculizar el acceso al aborto no punible sólo pone a 
las mujeres una nueva situación de “violencia”, pero “institu-
cional”. Además, exhortó a funcionarios de la Justicia y médi-
cos a dejar de judicializar estos casos, una “práctica” que ca-
lificaron tanto de “innecesaria e ilegal” como “cuestionable 
porque obliga a la víctima del delito a exponer públicamente 
su vida privada y es también contraproducente porque la de-
mora que apareja pone en riesgo tanto el derecho a la salud de 
la solicitante como su derecho al acceso a la interrupción del 
embarazo en condiciones seguras”. 

El fallo también conmina a las autoridades nacionales, pro-
vinciales y porteñas a aplicar “normas de alto nivel” y “proto-
colos hospitalarios” para atender “abortos no punibles y para 
la asistencia integral de toda víctima de violencia sexual”. El 
fallo F.A.L. marcó un piso, claro, desde una perspectiva de de-
rechos, para garantizar los abortos considerados no punibles. 

Un embarazo de un feto con anencefalia y el 
permiso judicial para interrumpir la gestación 
para proteger la salud de la mujer. 

Antes del histórico fallo F.A.L s/ medida autosatisfactiva, 
hubo otros antecedentes importantes de litigios estratégicos 
en la lucha por la autonomía reproductiva de la mujer. Uno de 
ellos fue el fallo T.S. que dictó la Corte Suprema el 11 de ene-
ro de 2001 donde el máximo tribunal estableció que se debe 
proteger el derecho de la madre a la salud frente a la preten-
sión de prolongar, sin consecuencias beneficiosas para nadie, 

http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires--gobierno-ciudad-buenos-aires-amparo-fa01000001-2001-01-11/123456789-100-0001-0ots-eupmocsollaf
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la vida intrauterina del feto.

Silvia T., cursaba un embarazo de un feto anencefálico, sin 
probabilidades de sobrevida. Y pedía autorización para inte-
rrumpirlo. Su abogada fue Perla Prigoshin. Cuando la Corte se 
pronunció el embarazo ya llevaba más de siete meses. 

Fue también una sentencia sin precedentes. Aunque aclara 
una y otra vez que “no se trata de un caso de aborto”, el fallo 
fue trascendente porque ponderó el derecho de la mujer “a la 
protección de su salud”, no sólo física sino fundamentalmen-
te psicológica. “Como elemento esencial de esta decisión, se 
ampara la salud de la madre, cuya estabilidad psicológica –ya 
afectada por los hechos, que hablan por sí mismos– constitu-
ye un bien a preservar con la mayor intensidad posible dentro 
de los que aquí son susceptibles de alguna protección”, dice el 
tribunal.

Por seis votos contra dos, la Corte Suprema rechazó así un 
recurso de apelación del asesor de incapaces de la Ciudad y 
ratificó un fallo del Tribunal Superior de Justicia porteño, que 
había autorizado el procedimiento médico quince días antes.

¿Cuáles son los puntos principales del fallo conocido 
como T.S.?

Se autoriza la inducción del nacimiento en una etapa avan-
zada de embarazo (más de siete meses), teniendo en cuenta 
que “adelantar o postergar el alumbramiento no beneficia ni 
empeora la suerte” del feto en gestación y que “su eventual 
fallecimiento no sería consecuencia del hecho normal de su 
nacimiento, sino de la gravísima patología que lo afecta”.

Frente a la irremediable muerte de la criatura, se prioriza la 
defensa del derecho de la madre “a la protección de su salud, 
psicológica y física, y en fin, a todos aquellos reconocidos por 
los tratados que revisten jerarquía constitucional”.
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El fallo sobre el caso de Belén
El 21 de marzo de 2014 una joven de 27 años fue a la guar-

dia del Hospital Avellaneda, en la ciudad de San Miguel de Tu-
cumán, con fuertes dolores abdominales y sufrió un aborto. No 
sabía que estaba embarazada. Las médicas que la atendieron 
la denunciaron. Fue detenida. Se le imputó, primero, un abor-
to seguido de homicidio, una figura penal inexistente. Y luego 
fue condenada por la Sala III de la Cámara Penal de Tucumán 
por “homicidio doblemente agravado y por alevosía” a 8 años 
de prisión, en un proceso judicial en el que se vulneraron sus 
derechos desde el comienzo, cuando fue denunciada mientras 
estaba internada, violándose el secreto profesional que ampa-
ra la consulta médica. Finalmente, se ocupó de su defensa la 
abogada feminista Soledad Deza y el caso llegó a la corte pro-
vincial, que terminó absolviéndola en marzo de 2017. 

Belén sufrió violencia institucional, estuvo a merced de una 
defensora oficial que no la defendió, de personal médico que 
violó el secreto profesional para acusarla, de una Justicia que 
la condenó de manera arbitraria y sin pruebas que indicaran su 
responsabilidad indudable

Belén estuvo casi 900 días en prisión. 
La corte tucumana la absolvió por unanimidad. Uno de los 

jueces afirmó que la “violencia institucional acaecida en el ám-
bito médico y judicial” es “cuestión de género”, porque esas 
cosas “no se hubieran verificado en un caso con un hombre 
como presunto autor”. “Para saber si los estereotipos de gé-
nero estuvieron presentes en este proceso, sólo hace falta 
preguntarse: ¿se hubiese llegado a una condena de homicidio 
agravado por el vínculo de un hombre en una causa donde el 
cuerpo del delito se perdió y no hay datos que permitan cono-
cer la efectiva relación entre víctima y victimario?, ¿con una 
autopsia con incongruencias tales como el sexo de la víctima 
o su edad gestacional y con una causa de la muerte no deter-

https://ssl.cij.gov.ar/nota-25407-Caso-Bel-n--fallo-de-la-Corte-Suprema-de-Justicia-de-Tucum-n.html


54

minada de forma clara y precisa? ¿Se hubiese avalado que la 
defensa no realizara planteo alguno frente a esas situaciones y 
ni propusiera prueba de descargo? ¿Se hubiera permitido que 
la defensa ocurriera en sentido contrario a la posición de ino-
cencia sostenida en las declaraciones y palabras del acusado 
en todo momento?”, apuntó el vocal Oscar Posse en su voto, 
sobre cuya base el presidente del cuerpo, Antonio Gandur, y el 
otro vocal, Antonio Estofan, con disidencias menores en algu-
nos argumentos, también resolvieron la absolución de Belén.

El fallo, de 86 páginas, se refiere fundamentalmente a tres 
cuestiones: la hipótesis de violación del secreto profesional del 
personal médico; la nulidad del proceso porque Belén no había 
sido defendida correctamente en el juicio por la defensora ofi-
cial; y la valoración arbitraria de las pruebas.

La violación del secreto profesional. Durante el proceso, 
indicó el juez Posse, “se vulneró la garantía contra la autoin-
criminación compulsiva y el secreto médico profesional, por lo 
que tanto la denuncia del personal médico a la guardia policial 
del Hospital Avellaneda, como su posterior declaración testi-
monial en sede judicial, constituyeron, sin lugar a dudas, un 
incumplimiento de su deber de confidencialidad”, lo que vio-
lentó garantías constitucionales de Belén. La joven fue denun-
ciada a la policía por el personal del centro médico, que brindó 
información sobre la atención médica realizada en la guardia 
y le facilitó la documentación médica” e incluso interrogó a la 
paciente”. Al acudir para solicitar atención médica, Belén ter-
minó por entregar sin saber los datos que luego serían utiliza-
dos en su contra. Además, médicos y enfermeros entregaron a 
los investigadores datos conocidos “en ejercicio de su función” 
mientras atendían a Belén, lo que “implicó una clara violación 
a la obligación de confidencialidad profesional” y, a la vez, “vio-
lencia institucional en contra de la joven”. Aún en la guardia, 
vulnerable y sola, acusada por quienes debían velar por su sa-
lud, comenzó a ver violados todos sus derechos. Posse enume-
ra: “se la incriminó de ser autora del hecho acusándola desde 
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un primer momento de mentir sobre su alegada ignorancia 
de su estado de embarazo; se le exhibió dentro de una caja el 
cuerpo del niño muerto como una suerte de castigo moral; se 
la sometió a tratamiento médico sin brindársele explicación al-
guna sobre la causa y alcance del mismo (…) fue absolutamen-
te relegada de su estado de paciente, dispensándosele a partir 
de allí un trato directo como rea”. Por su parte, el juez Estofan 
disintió acerca de la violación del secreto profesional, porque, 
consideró, en una situación de posible comisión de delito los 
médicos se encuentran en un brete deontológico y pueden op-
tar por lo que consideren el mal menor. En tanto, para Gandur 
no está probado que fuera el personal del hospital el que alertó 
a la policía acerca de un posible aborto.

Belén vio afectada su defensa en el juicio. Para Posse, “la 
defensora oficial –que representó a la joven hasta poco antes 
de la condena, antes de que Soledad Deza y el movimiento de 
mujeres conocieran el caso– también condenó ‘moralmente’ 
a su defendida antes de escucharla y la defendió como culpa-
ble”. El juez dejó por escrito su sorpresa por “una circunstancia 
nunca vista a lo largo de mi experiencia en el ejercicio profe-
sional”, como ser que el fallo condenatorio tomara como “uno 
de los fundamentos de la condena a la postura estratégica de 
la defensa oficial”. Aquella abogada llevó adelante la defensa 
con argumentos que desconocieron las palabras de Belén, que 
siempre se proclamó inocente; en ese punto, el juez Estofan 
disintió y consideró que la defensa no fue defectuosa. “Mejor 
le hubiera valido a Belén no contar con defensa” como la que 
tuvo, antes que “ser defendida en las circunstancias apunta-
das”, evaluó Posse, para quien, además, el tribunal no garanti-
zó el debido proceso y la defensa en juicio de Belén. 

Valoración arbitraria de las pruebas. En el expediente, se-
ñaló Posse, no hay elementos que acrediten la culpabilidad de 
Belén, y, por el contrario, “son más las dudas que las certezas” 
en cuanto “a la existencia del hecho y la autoría”. Las observa-
ciones también son compartidas por Estofan y Gandur, quien, 
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además, detalla las “inconsistencias” del fallo. Hay dudas sobre 
el horario en que fue hallado el feto (a las 3 según una par-
tera; aunque según la sentencia Belén recién llegó al hospital 
50 minutos después), sobre el momento del fallecimiento del 
feto (un informe indica que a las 3, pero “en la historia clínica 
se consigna que el cuerpo apareció después de las 6.45 ya sin 
vida”, mientras que otra prueba afirma que murió a las 8.43 y 
el acta de defunción certifica que ocurrió a las 8.40). Además, 
aun cuando la acusación indicó que Belén abortó y mató al feto 
en el baño, y luego regresó a la sala de espera para ser atendi-
da por un médico, “nadie declaró que la imputada haya man-
chado con sangre el piso” en ese ir y venir; tampoco nadie vio 
sangre en sus manos o su ropa (fue acusada de cortar el cor-
dón y tirar el feto en un inodoro). Gandur, que –igual que sus 
compañeros de tribunal– condenó la falta de cotejos genéticos 
para establecer el vínculo biológico entre el feto y Belén “por 
un ‘error involuntario’ en el que pudo haberse incurrido en el 
hospital”, observó también inconsistencias en la autopsia: fue 
fechada en 2004, en lugar de en 2014; inicialmente establece 
que el feto era de sexo masculino, pero luego, se refiere a “un 
feto sexo femenino”. Posse, en su voto, había advertido tam-
bién que el expediente parecería referirse a dos fetos diferen-
tes, porque con el correr de las fojas hasta varía la estimación 
de edad gestacional del feto que refiere.



57

Fallo contra el médico Rodríguez Lastra
En septiembre de 2021 la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación confirmó la condena contra el ginecólogo Leandro 
Rodríguez Lastra por impedir en Rio Negro el aborto legal en 
curso de una adolescente de 18 años, cuyo embarazo era pro-
ducto de una violación. 

El médico atendió a la joven en el Hospital Area Programá-
tica de Cipolletti el 2 de abril de 2017 con el proceso de inte-
rrupción de embarazo en curso, pero –contra su voluntad– le 
suministró una medicación que inhibió las contracciones para 
evitar que expulsara el producto de la violación. 

Rodríguez Lastra fue denunciado y condenado el 4 de oc-
tubre de 2019 por el delito de incumplimiento de los deberes 
de funcionario público a las penas de un año y dos meses de 
prisión y el doble de inhabilitación por no haber realizado un 
aborto no punible. Esa sentencia fue confirmada en todas las 
instancias: tanto por el Tribunal de Impugnación, en un fallo 
por mayoría, como por el Superior Tribunal de Justicia de Río 
Negro.

En 2020, el Superior Tribunal de Justicia de Río Negro al 
confirmar la condena y dijo que el imputado, “obrando como 
dueño y señor del cuerpo y la salud de la paciente, la expuso a 
otras consecuencias para las que seguramente no estaba pre-
parada”, y ello constituyó además una violencia dolosa, dice la 
sentencia. 

Un año después, la Corte Suprema desestimó un recurso 
de queja presentado por la defensa, sin siquiera abrir el caso.

https://fallos.jusrionegro.gov.ar/protocoloweb/protocolo/protocolo?id_protocolo=18c82202-1d8e-45ac-935e-b884ea155770&stj=1
https://fallos.jusrionegro.gov.ar/protocoloweb/protocolo/protocolo?id_protocolo=18c82202-1d8e-45ac-935e-b884ea155770&stj=1
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Sentencias relevantes
de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos
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Caso De La Cruz Flores Vs. Perú
El 18 de noviembre de 2004 la Corte-IDH dictó sentencia 

en este caso, que constituye un antecedente clave sobre el de-
recho de las y los médicos al secreto profesional al referirse al 
acto médico, su naturaleza y su no penalización.

El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Esta-
do de Perú por la detención arbitraria de la médica María Tere-
sa De la Cruz Flores y su condena por el delito de terrorismo sin 
un debido proceso. De la Cruz Flores, trabajaba en el área de 
Seguridad Social, fue detenida, investigada, procesada y con-
denada por el delito de terrorismo en el tipo penal de colabo-
ración, al ser sindicada como miembro del Partido Comunista 
del Perú al haber proporcionado atención médica, curaciones, 
operaciones, entrega de medicinas e instrumental médico para 
la atención de los delincuentes terroristas.Los jueces sin rostro 
que la condenaron sostuvieron, entre otros argumentos, que 
su responsabilidad estaba acreditada porque si ella tuvo “la 
presunción o el conocimiento del origen ilícito de las lesiones 
causadas a un individuo, estaba obligada a denunciar el hecho 
o ponerlo en conocimiento de las autoridades para que reali-
cen las investigaciones respectivas”.

En su condena al Estado de Perú, la Corte argumentó de 
manera clara y concisa a favor del secreto profesional médi-
co, estableciendo que el médico/a que tenga conocimiento del 
origen ilícito de las lesiones causadas a una persona no está 
obligado a denunciar el hecho.

Puntualmente sobre la obligación de denuncia respecto de 
posibles actos delictivos por parte de los médicos, en la sen-
tencia la Corte-IDH considera que la información que el médico 
obtiene en ejercicio de su profesión se encuentra privilegiada 
por el secreto profesional. Por ejemplo, el Código Internacional 
de Ética Médica de la Asociación Médica Mundial dispone que 
“el médico debe guardar absoluto secreto de todo lo que se le 
haya confiado, incluso después de la muerte del paciente (…)”. 

http://terroristas.Los


Además, la Corte señala “que los médicos tienen un dere-
cho y un deber de guardar confidencialidad sobre la informa-
ción a la que tengan acceso en su condición de médicos”.
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El fallo Artavia Murillo: el embrión no implantado no 
es persona.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es el máxi-
mo organismo jurisdiccional regional en materia de derechos 
humanos. Su doctrina es obligatoria para la Argentina. El 28 de 
noviembre de 2012 dictó el fallo Artavia Murillo y otros contra 
Costa Rica, una causa contra la prohibición dispuesta en ese 
país de la fertilización humana asistida, concluyó –entre otros 
aspectos– que el embrión no implantado (o sea, in vitro) no 
es persona en los términos de la protección que brinda el ar-
tículo 4.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
También estableció que la protección del derecho a la vida es 
gradual incremental, según el desarrollo: no es lo mismo cuan-
do se trata de un embrión recién implantado en el útero que 
cuando es un embarazo a término. En ese sentido señaló: “La 
Corte ha utilizado los diversos métodos de interpretación, los 
cuales han llevado a resultados coincidentes en el sentido de 
que el embrión no puede ser entendido como persona para 
efectos del artículo 4.1 de la Convención Americana. Asimismo, 
luego de un análisis de las bases científicas disponibles, la Cor-
te concluyó que la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 
tiene lugar desde el momento en que el embrión se implanta 
en el útero, razón por la cual antes de este evento no habría 
lugar a la aplicación del artículo 4 de la Convención. Además, 
es posible concluir de las palabras “en general” que la protec-
ción del derecho a la vida con arreglo a dicha disposición no 
es absoluta, sino es gradual e incremental según su desarrollo, 
debido a que no constituye un deber absoluto e incondicional, 
sino que implica entender la procedencia de excepciones a la 
regla general”.

https://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=235
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El fallo del caso Manuela contra El Salvador
En noviembre de 2021 la CIDH condenó al Estado de El Sal-

vador por la detención y posterior muerte de Manuela, una 
mujer pobre que sufrió una emergencia obstétrica y que fue 
condenada a 30 años de prisión acusada de homicidio agra-
vado. “Desde que entró en vigor la penalización absoluta del 
aborto en El Salvador, se ha criminalizado a mujeres que han 
sufrido abortos espontáneos y otras emergencias obstétricas. 
En muchos casos estas mujeres son procesadas y condenadas 
por homicidio agravado, por lo que la condena es de entre 30 y 
50 años de prisión”, fundamentó la CorteIDH en el fallo.

En la sentencia, declaró responsable internacionalmente al 
Estado de El Salvador por las violaciones a la libertad perso-
nal, las garantías judiciales, igualdad ante la ley, el derecho a 
la vida, a la integridad personal, a la vida privada, y a la salud, 
en perjuicio de Manuela, así como la violación al derecho a la 
integridad personal, en perjuicio de los familiares de ella.

“La mayoría de las mujeres procesadas por estos hechos 
tienen escasos o nulos ingresos económicos, provienen de zo-
nas rurales o urbanas marginales y tienen baja escolaridad. Los 
hechos del presente caso se enmarcan dentro de dicho contex-
to”, agregó.

La historia de Manuela
La sentencia detalla que Manuela era una mujer de escasos 

recursos económicos, analfabeta y que vivía en una zona rural 
junto con su familia. El 27 de febrero de 2008 sufrió una emer-
gencia obstétrica y fue atendida en el Hospital de San Francisco 
Gotera, donde el personal médico concluyó que había tenido 
una preeclampsia grave postparto, más anemia producida por 
pérdida de sangre importante.

Los médicos que la atendieron llamaron a la policía y la de-
nunciaron por haberse practicado un aborto. “Estando deteni-

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_441_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_441_esp.pdf
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da Manuela fue diagnosticada con linfoma de Hodgkin y reci-
bió tratamiento de forma tardía e irregular, por lo que falleció 
el 30 de abril de 2010”, indica el fallo de la CorteIDH

Condena arbitraria y violación de derechos
En la sentencia, la CorteIDH concluyó que la imposición de 

la prisión preventiva fue arbitraria y violó el derecho a la pre-
sunción de inocencia, y que en el proceso judicial en contra de 
Manuela la defensa pública “actuó en detrimento de los dere-
chos e intereses de ella, dejándola en estado de indefensión”.

Los jueces también comprobaron la falta de una debida in-
vestigación, ya que ésta se basó en “prejuicios y estereotipos 
negativos de género”, mismos que se utilizaron para senten-
ciarla.

Al referirse a la pena de 30 años de prisión, la CorteIDH se-
ñaló que las emergencias obstétricas, por tratarse de una con-
dición médica, no pueden generar automáticamente una san-
ción penal, y advirtió que la aplicación de la pena por homicidio 
agravado en este caso resulta “claramente desproporcionada”.

Adicionalmente, la Corte tuvo por demostrado que la de-
nuncia presentada por la médica tratante constituyó un incum-
plimiento de la obligación de mantener el secreto profesional y 
de proteger los datos personales sensibles.

La Corte ordenó al Estado salvadoreño, entre otras cosas, 
realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional, regular la obligación de mantener el secreto pro-
fesional médico y la confidencialidad de la historia clínica, de-
sarrollar un protocolo de actuación para la atención de mujeres 
que requieran atención médica de urgencia por emergencias 
obstétricas, y adecuar su regulación relativa a la dosimetría de 
la pena del infanticidio.
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El drama de Beatriz
Otro caso emblemático para la región es el de Beatriz contra 

el Estado de El Salvador, sobre el cual la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos se tiene que pronunciar: se espera que 
lo haga durante el 2023. Es importante porque será la primera 
vez que la CorteIDH dictará una sentencia sobre la prohibición 
absoluta del aborto. 

¿Qué le pasó a Beatriz?
En realidad Beatriz es un nombre ficticio para proteger su 

identidad. La joven de 22 años, de condición humilde, tenía un 
hijo de 9 meses con su marido cuando supo que estaba otra 
vez embarazada. Vivían en una zona rural de El Salvador. Tenía 
lupus eritematoso sistémico agravado con insuficiencia renal y 
artritis reumatoidea y le diagnosticaron que la gestación ponía 
en riesgo su vida. Se trataba además de un embarazo de un 
feto anencefálico (sin cerebro), que no tenía posibilidades de 
sobrevida. A pesar de que quince especialistas médicos de la 
maternidad donde estaba internada le indicaron que tenía que 
abortar, no le aprobaron esa práctica debido a la penalización 
absoluta del aborto que rige en El Salvador. 

El hecho ocurrió en el año 2013 y tuvo amplia repercusión 
internacional por la tragedia a la que la empujaba el Estado 
salvadoreño, ya que considera que abortar es igual que un 
homicidio. Beatriz recurrió a la Justicia en su país pero la Sala 
Constitucional, la máxima instancia judicial en El Salvador, le 
negó una autorización para abortar. Las organizaciones que 
acompañaban a la joven recurrieron al Sistema Interamerica-
no de Protección de Derechos Humanos. Como resultado de 
la situación de riesgo en que se encontraba Beatriz, tanto la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) como 
la Corte Interamericana (CorteIDH) otorgaron, respectivamen-
te, medidas cautelares y provisionales. El 3 de junio de 2013, 
Beatriz comenzó con trabajo de parto, por lo que debió ser so-
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metida a una cesárea. El feto anencefálico falleció cinco horas 
después.

Beatriz tuvo que esperar 81 días para una práctica que es 
legal en la mayoría de los países. 

La tragedia no terminó ahí para la joven: su salud quedó 
afectada. Y el 8 de octubre de 2017, cuatro años más tarde, 
Beatriz murió por una neumonía adquirida en un hospital lue-
go de ser ingresada por un accidente de tránsito. Después de 
todo lo que le había pasado su salud era demasiado frágil para 
resistir. Su hijo quedó huérfano a los 5 años al cuidado de su 
familia.

En noviembre de 2013, las organizaciones que acompaña-
ban a Beatriz presentaron una petición ante la CIDH, para que 
se declare la responsabilidad internacional del Estado de El Sal-
vador por las violaciones a los derechos humanos de Beatriz y 
su familia debido a la prohibición absoluta de la interrupción 
voluntaria del embarazo. Para acceder a la petición y al pro-
nunciamiento con las recomendaciones que dictó la CIDH al 
Estado de El Salvador sobre el caso Beatriz el 3 de marzo de 
2020, haga click Acá 

En el año 2015, Beatriz declaraba: “No quisiera que otras 
mujeres pasen lo mismo que yo pasé, por eso he puesto una 
demanda al Estado”

La CIDH decidió someter el caso ante la Corte IDH, en ene-
ro de 2022, ya que consideró que El Salvador fue responsable 
por la violación de los derechos de Beatriz y recomendó a ese 
Estado la adopción de medidas para garantizar el acceso real 
al aborto en situaciones de inviabilidad del feto con la vida ex-
trauterina, y de riesgo de la salud y la vida de la madre”.

En marzo de 2023 la CorteIDH trató el caso, con testigos de 
una y otra parte, en dos audiencias. Y se espera su fallo para 
los próximos meses. 

https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/corte/2022/sv_13.378_es.pdf
https://justiciaparabeatriz.org/historia/
https://justiciaparabeatriz.org/historia/
https://justiciaparabeatriz.org/historia/
https://justiciaparabeatriz.org/historia/
https://justiciaparabeatriz.org/historia/
https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2022/011.asp
https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2022/011.asp


Las y los profesionales de la salud no tienen obligación 
de denunciar si se enteran de un delito en el marco de 
la consulta médica. Si lo hacen pueden ser denunciados 
penalmente.

Lo que cuentan las y los pacientes en ese espacio es se-
creto más allá de que revelen que cometieron un ilícito. 

No se puede perseguir penalmente sobre la base de una 
denuncia médica. 

Interrumpir un aborto voluntario en curso es un delito. 

Los embriones no tienen estatus de persona. 

La protección del derecho a la vida durante la gestación 
es incremental, es decir, aumenta a medida que avanza 
el embarazo



Algunas ideas
de estrategias
de comunicación
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En los últimos años se han desarrollado campañas regio-
nales para pedir la absolución de jóvenes condenadas por 
homicidio agravado por el vínculo en El Salvador, que habían 
sido denunciadas por aborto luego de sufrir la pérdida de un 
embarazo avanzado como consecuencia de una emergencia 
obstétrica en su vivienda precaria, como le sucedió a Evelyn 
Hernández. 

También se han hecho campañas regionales de comunica-
ción para acompañar el tratamiento en la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos del caso de “Beatriz” durante el mes de 
marzo de 2023. 

En el caso de Evelyn Hernández se trata de su nombre ver-
dadero. En el de Beatriz, la estrategia elegida fue siempre iden-
tificarla con un nombre ficticio.

Un caso paradigmático local que demuestra el desarrollo 
de alianzas interdisciplinarias, interprovinciales e internaciona-
les para la comunicación de un litigio de criminalización de un 
evento obstétrico es el de “Belén”. Una estrategia comunica-
cional puesta al servicio de revertir las narrativas conservado-
ras que el discurso jurídico y biomédico, junto a los medios he-
gemónicos locales habían instalado para justificar la condena.

Haga clic acá para conocer más sobre este caso

La coordinación de la publicación en redes para convertir 
un tema en tendencia con un hashtag previamente acordado, 
o la recolección de firmas a través de formularios on line con 
peticiones son otras opciones para potenciar la comunicación, 
además de la creación de un perfil en Instagram o Facebook o 
de una página web dedicada exclusivamente a difundir infor-
mación del caso que se quiere denunciar o dar a conocer. 

La comunicación en casos de criminalización de eventos 
obstétricos tiene la potencia de amplificar la movilización legal 
al generar mayores posibilidades de adhesión social al reclamo 
de justicia o libertad. Pero es útil computar que los casos se 

https://youtu.be/2JioyDRwwRM


ganan o se pierden dentro de procesos judiciales que tienen ló-
gicas concretas y una estructura procesal con exigencias espe-
cíficas. Por eso la necesidad de que este tipo de comunicación 
vaya, dentro de las posibilidades, alineada con la estrategia de 
la defensa.

Click aquí para leer el insumo “Cómo formar una guardia 
de abogadas para garantizar abortos” a los fines de conocer 
una experiencia interdisciplinaria de abogacía y comunica-
ción respecto del aborto

https://mujeresxmujeres.org.ar/recursos/como-formar-una-guardia-de-abogadas-para-garantizar-abortos/





